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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este fallo la impugnación interpuesta por el Gerente de la entidad accionada (Seguro Social), contra la sentencia de tutela proferida por el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, con ocasión de la acción interpuesta por la señora MARTHA LUZ RAMÍREZ GÓMEZ en representación de su señora madre MARÍA TERESA GÓMEZ.

2.- DEMANDA 

Refirió la actora, que a su señora madre le operaron el ojo izquierdo, procedimiento durante el cual hubo complicaciones y por ello tenía que ser intervenida nuevamente, razón por la cual el médico la remitió a la ciudad de Cali (V.) para que fuera evaluada por un retinólogo. Tal especialista conceptuó que la señora MARÍA TERESA GÓMEZ debía ser operada de urgencia.
Hechas las diligencias pertinentes ante el Seguro Social, se informó que se debía esperar para fijar la fecha de la operación, pero además, que los gastos de traslado y hospedaje debían ser cubiertos por la paciente. Al respecto, la accionante manifiesta que no tienen familia en la ciudad de destino.

Se pretendía en un principio, que se fijara la fecha para la cirugía dentro de la mayor brevedad posible, puesto que su progenitora ya había perdido la visión de un ojo y corría el riesgo de quedar completamente ciega.
En posterior declaración rendida ante el Juzgado al que por reparto correspondió el trámite de la acción, la señora MARTHA LUZ RAMÍREZ GÓMEZ informó que desistía de la tutela en lo que hacía con la programación de la cirugía, dado que ya se había asignado la fecha del diecinueve (19) de abril de este año para tal procedimiento. Empero, perseguía por esta vía, que se cubrieran los gastos de transporte y la estadía en la ciudad de Cali (V.) para su mamá y ella, quien la iba a acompañar por no poderse valer la paciente por sí sola. Adujo que su señor padre devengaba una pensión mínima, apenas suficiente para la supervivencia de los dos y que ni siquiera tenían casa propia, por lo cual debían vivir de arrimados.
3.- FALLO 

El señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, en su rol de Juez Constitucional, previa obtención de la respuesta pertinente por parte de la entidad accionada, fundamentó su decisión en los siguientes términos:

En cuanto a la práctica de la cirugía, es un hecho ya superado. Aunque era inobjetable que la conducta omisiva por parte de la E.P.S. había ocurrido, se había cumplido por parte del Seguro Social al disponer la práctica de la intervención quirúrgica, llevada a cabo el día diecinueve (19) de abril, de conformidad con el oficio que se había allegado en la fecha del fallo, signado por la accionante. En tal aspecto, se había producido una situación de hecho superado, de conformidad con la denominación dada por la Corte Constitucional.

Respecto de la otra solicitud, acerca de la orden para cancelar los gastos efectivamente originados por el desplazamiento de la accionante y su señora madre a la ciudad de Cali, para la realización de la cirugía, era aspecto vedado para el Juez constitucional, ya que al haberse sufragado por parte de la actora tales emolumentos, el conflicto se convertía en uno netamente económico y la tutela estaba estatuida para proteger derechos fundamentales.
No acontecía lo mismo, respecto de los viajes para realizar los controles en la capital Vallecaucana, el primero de los cuales estaba programado para el día cinco (5) de mayo. Tal pretensión debía prosperar, de conformidad con los lineamientos jurisprudenciales existentes. A tal conclusión llegó, al estimar que se había afirmado que tanto la accionante, como la afectada y su familia, eran personas de escasos recursos económicos, como quiera que dependían de la pensión mínima que recibía el esposo de la paciente. Así las cosas, lo dispuesto en el Acuerdo 312 del 2 de marzo de de 2004 del Consejo Directivo del Seguro Social, en cuanto señalaba que los gastos por desplazamiento debían ser cubiertos por el paciente, era abiertamente contradictorio de los mandatos constitucionales que protegían el derecho a la salud y a la vida.

Por las razones expuestas, concedió el amparo a la salud solicitado y ordenó al ISS que cubriera los gastos de desplazamiento ocasionados por el traslado de la señora MARÍA TERESA GÓMEZ y su acompañante a la ciudad de Cali (Valle del Cauca), en todas y cada una de las oportunidades en que se requiriera. De todas maneras, dejó a salvo la posibilidad del Seguro Social para recobrar ante el FOSYGA, por los gastos en que incurriera por el cumplimiento del fallo. 
4.- IMPUGNACIÓN

El señor Gerente del Seguro Social, expresa en el escrito de impugnación, que la E.P.S. I.S.S. por disposición de su Presidencia, no asigna presupuesto para atender gastos de traslado y estadía de pacientes ambulatorios, pues únicamente se permite el traslado de pacientes hospitalizados, según Acuerdo 312 de marzo 2 de 2004.
Solicita al Despacho modificar el fallo en cuanto no se obligue al I.S.S. a correr con los gastos de traslado y estadía. Considera además, que el juez al fallar de esta manera se está extralimitando en sus facultades, ya que estaría reglamentando sobre el tema de viáticos para los pacientes, lo cual no está dentro de sus atribuciones. Además, lo solicitado por la accionante es ambulatorio y no se requiere de las prerrogativas concedidas. 
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada por el representante de la entidad accionada contra el fallo proferido por el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

Sobre los argumentos presentados por el representante de la E.P.S. Seguro Social, debe necesariamente decir la Sala que no pueden ser de recibo por lo siguiente:

Se trata en este particular evento de la atención en salud que requiere una persona que presenta una doble calidad que la circunscribe dentro de lo que la jurisprudencia ha denominado “debilidad manifiesta”, habida cuenta de ser solicitado el amparo para un ser humano que ya superó los setenta (70) años de edad (tercera edad)
 y haber perdido uno de sus órganos de la visión, cuyo tratamiento se requiere precisamente para conservar el sentido de la visión en el otro globo ocular. Esas condiciones, la hacen integrante del grupo de personas para las cuales la Constitución ha previsto una especial obligación de protección estatal.
Si a lo anterior se le suma la precaria condición económica de la septuagenaria dama y de su grupo familiar, se comprende la razón por la cual en este evento se hace necesario ir en contravía de la reglamentación interna de la E.P.S. Seguro Social, con el fin de hacer prevalecer la deferencia constitucional a la que tiene derecho la señora MARÍA TERESA GÓMEZ, porque es un contrasentido que a su avanzada edad y con la limitación visual que presenta, deba desplazarse por sus propios medios a una ciudad distante, en aras de obtener el tratamiento que su condición necesita. La jurisprudencia constitucional, al respecto, por ejemplo, ha sostenido:
Los supuestos fácticos necesarios para la aplicación de la regla jurisprudencial sobre la excepción del deber de solidaridad frente a la financiación del traslado de pacientes fueron definidos por la Corte en la Sentencia T-467 de 2002 (M.P. Eduardo Montealegre Lynett), decisión que estimó la obligatoriedad de prestar el servicio del transporte del usuario por parte de la empresa prestadora de salud o la administradora del régimen subsidiado cuando: (i) se está ante el incumplimiento de la regulación sobre transporte de pacientes, que obliga a una EPS o a una ARS a prestar el servicio bajo ciertas circunstancias (ii) el paciente no pueda desplazarse por sus propios medios, ni su familia cuente con los recursos suficientes para ayudarle a acudir a los servicios de la entidad prestadora de servicios de salud a la cual está afiliado (iii) tal situación ponga en riesgo su vida o su integridad, y (iv) pese a haber desplegado todos los esfuerzos exigibles, no existen posibilidades reales y razonables con los cuales poder ofrecer ese servicio.

Debe quedar claro, por tanto, que lo que aquí se decide está obviamente ceñido a este caso que lo considera la Sala bien particular o sui generis por las condiciones singulares de la paciente, razón por la cual no se está afirmando un deber general por parte de la entidad para todos los casos, como parece desprenderse del recurso presentado por la accionada.
Deviene entonces necesario afirmar, que en  lo que hace con los gastos que el desplazamiento de la actora y su acompañante ocasionen, la orden emitida por el señor fallador de instancia está acorde con los lineamientos trazados por el órgano de cierre en materia constitucional, previa verificación de los requisitos allí contemplados, tal como se esbozó en precedencia. Por demás, al Seguro Social se le autorizó para que recobrara ante el FOSYGA los gastos originados por el cumplimiento del fallo, razón que deja a tal E.P.S. sin argumento válido para que insista en no cubrir los gastos del desplazamiento que se requiere en el asunto examinado. 
En ese orden de ideas, se hace imperativo confirmar la providencia impugnada.
6.- DECISIÓN 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

FALLA

PRIMERO: Se CONFIRMA el fallo de tutela proferido por el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira. 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

ALBERTO POVEDA PERDOMO

Magistrado





Magistrado

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN


CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
Magistrado





Secretaria 
� Así se desprende de la fotocopia de la cédula de ciudadanía obrante en el fl. 5, en la cual consta que la señora MARÍA TERESA GÓMEZ nació el 28-11-1928.


� Sentencia T-364 del 08-04-2005 M. P. Dra. Clara Inés Vargas Hernández.
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